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Expusimos que esta modificación de la ordenanza municipal debería regular las medidas a adoptar para garantizar 
las condiciones de accesibilidad al recinto ferial, tanto en lo que se refiere a los itinerarios peatonales, como a los 
accesos a las casetas, así como las condiciones de información, comunicación y señalización.

Reiteramos asimismo nuevamente nuestra petición de forme sobre las plazas reservadas en las tribunas y palcos 
de la Carrera Oficial de la semana santa, ya que en ningún momento de nuestra investigación se dio contestación a 
esta concreta cuestión.

En respuesta a nuestra Resolución de 10 de octubre de 2016, se nos remitió el informe elaborado por la Delegación 
de Seguridad, Movilidad y Fiestas Mayores, en el que se daba cuenta de que, en línea con la primera Recomendación 
de esta Institución, se nos indicaba el resultado de las inspecciones realizadas a las casetas instaladas en el real de 
la feria, así como de los expedientes sancionadores incoados, y de las plazas reservadas en las tribunas y palcos 
de la carrera oficial de la Semana Santa.

En cuanto a nuestra segunda Recomendación, se nos manifestó que el equipo de gobierno tiene intención de 
abordar la modificación de las ordenanzas de la Feria de Abril para su completa actualización, no sólo en materia 
de accesibilidad y eliminación de barreras.

El contenido de esta respuesta entendimos que suponía, en términos generales, la aceptación de nuestra Resolución 
por lo que, en principio, podríamos dar por concluida nuestra intervención. Sin embargo, con anterioridad a ello, 
dado que el plazo establecido por el Decreto 293/2009, en cumplimiento de su Disposición adicional quinta, 
que obliga a las entidades locales a la adaptación de sus ordenanzas que afecten a la materia de accesibilidad 
y eliminación de barreras en el plazo de un año desde su entrada en vigor, se encuentra ampliamente superado, 
tuvimos que reiterar nuestra Resolución con objeto de que se nos indicara el plazo aproximado en que se iniciara 
el procedimiento de elaboración y aprobación de la nueva ordenanza y si se preveía su entrada en vigor en el curso 
del actual mandato de la corporación municipal.

Tras múltiples gestiones, no obtuvimos respuesta municipal, por lo que debimos proceder a incluir la queja en el 
presente Informe Anual. No obstante, tras ello, nos llegó escrito en el que se exponía que se seguían desarrollando 
actuaciones para la adaptación de la ordenanza que recomendó esta Institución y se daba cuenta de diversas 
consideraciones e iniciativas de la Delegación de Seguridad, Movilidad y Fiestas Mayores que, indudablemente, 
podrán propiciar una mejora en las condiciones de accesibilidad a los terrenos de la feria, aunque deba seguir 
trabajándose para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho al acceso al ocio y disfrute en las 
mismas condiciones que el resto de la ciudadanía.

Asimismo hemos tenido que incluir en este Informe Anual la queja 16/2352, en la que el interesado demandaba 
que el Ayuntamiento de Moguer procediera a dotar de condiciones adecuadas de accesibilidad a la calle donde 
reside. Lo cierto es que, tras recibir respuesta municipal, formulamos Recomendación de que, sin nuevas demoras, 
la alcaldía diera instrucciones a los servicios técnicos municipales para que se pronuncien sobre la petición del 
interesado de que se proceda a unificar el sistema de rebajes en la zona de forma que se facilite su movilidad y se 
vea plenamente observada la normativa de accesibilidad que resulte aplicable.

En caso de que se asumiera esa pretensión que, en principio, nos parece totalmente lógica y necesaria, recomendábamos 
que se concretasen los plazos aproximados en que se podrían ejecutar las actuaciones necesarias. No hemos obtenido 
la preceptiva respuesta municipal a nuestra Resolución, lo que nos ha obligado a su inclusión en este Informe Anual.

1.9.2.2.4 Las barreras arquitectónicas que afectan a las personas con discapacidad en 
edificaciones, establecimientos y locales de concurrencia pública

De oficio iniciamos la queja 17/6642 tras mantener un encuentro, en la sede de esta Institución, con el 
presidente de una federación de asociaciones de discapacidad, en el que tratamos distintas cuestiones relacionadas 
con la accesibilidad.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-de-moguer-que-unifique-los-rebajes-de-una-zona-residencial-para-facilitar-la
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-ha-cumplido-el-plazo-para-la-aprobacion-de-la-normativa-sobre-derechos-de-personas-con
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Así se nos planteó la demanda del citado colectivo de que se desarrollen las previsiones contenidas en el 
Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General de Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Local (en adelante RDL 1/2013).

De manera muy singularizada nos plantearon la necesidad de que el Gobierno de la Nación asuma el compromiso 
reglamentario incluido en la Disposición final tercera, que en su apartado 2 establece que «En el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno aprobará unas condiciones básicas de accesibilidad y no 
discriminación, según lo previsto en el artículo 29, para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición 
del público por las personas con discapacidad». El plazo ha transcurrido ampliamente y se trata de un reglamento 
vital para garantizar la inclusión social y en la vida cotidiana de las personas con discapacidad.

No se nos oculta que se trata de una norma muy compleja, que exige estudios previos y medir bien sus efectos 
pues va a afectar a una diversidad extraordinaria de ámbitos sectoriales. Ahora bien, la complejidad no puede ser un 
obstáculo para que la norma quede sin aprobar «sine die»; lo que exige, justamente por esa dificultad, un esfuerzo 
para impulsar su tramitación.

La situación actual permite que las empresas continúen ofreciendo bienes y servicios a los consumidores que no 
reúnen la exigencia de diseño universal, no siendo accesibles para un amplio sector de la población. Mientras esto 
ocurra, habrá discriminación, desigualdad y exclusión en el acceso a tales servicios y bienes.

En todo caso, el RDL 1/2013 prevé excepciones en los apartados 3 y 4 del artículo 29, pero creemos que el hecho 
de que haya supuestos en los que sea muy complicado garantizar esa accesibilidad no puede ser un obstáculo para 
que se impulse esta regulación garantista.

A la vista de tales hechos nos dirigimos al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales a fin de que, si lo consideraba 
oportuno, iniciara las actuaciones que estimara procedentes ante la Administración del Estado con la finalidad de 
que se impulsen las actuaciones precisas a fin de que pronto nuestro país pueda contar con un Reglamento que 
garantice la accesibilidad a los bienes y servicios que se ofrecen a los consumidores y usuarios.

Dimos por concluidas nuestras actuaciones, tras comunicarnos el Defensor del Pueblo Estatal que esa Institución 
ya inició actuaciones en torno a este asunto ante el entonces Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
a raíz de las cuales la Dirección General de Políticas de Apoyo a la Discapacidad reconoció el retraso en la 
aprobación de esta normativa reglamentaria y su necesidad, pero subrayando su complejidad técnica al afectar 
a la mayoría de los sectores de la economía y la vida social, pues se verían afectadas alrededor de 2,5 millones 
de empresas.

También se acentúa esta dificultad por la relación competencial en materia legislativa entre el Estado y la 
Comunidad Europea por una parte y el Estado y las comunidades autónomas por otra. En este orden de cosas, 
se nos informaba también de las actuaciones que se están desarrollando para avanzar en esta tarea por parte del 
grupo de asuntos sociales de la Unión Europea. Se añadía finalmente que esa defensoría estatal había insistido al 
ministerio competente en la necesidad de cumplir el mandato legal de abordar este desarrollo reglamentario y 
en que se le comunicaran los avances y dificultades que se produzcan en el seno del grupo de trabajo de asuntos 
sociales del Consejo de la Unión Europea y en el ámbito interno.

Agradecimos esta información y dimos cuenta de ello a la entidad que nos transmitió sus inquietudes en torno a 
este asunto.

La otra iniciativa de oficio la constituye la queja 17/6643, tras el encuentro mantenido con la presidencia de 
la misma entidad citada anteriormente, que nos trasladó su preocupación por cuanto en la nueva Ley de Derechos 
y Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía (Ley 4/2017, de 25 de septiembre, en adelante LDAPDA) 
se contempla en diversos preceptos el concepto jurídico indeterminado “ajustes razonables” lo que, a su juicio, 
plantea diversos problemas de interpretación.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-los-problemas-de-interpretacion-de-la-ley-de-discapacidad
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La lectura a «sensu contrario» de esta exigencia permite eludir el cumplimiento de las normas de accesibilidad 
cuando las obras a realizar no son susceptibles de tales ajustes razonables. En la práctica, consideran que la aplicación 
de estos conceptos genera una gran dificultad a la hora de aplicar las medidas sancionadoras que recoge la ley, toda 
vez que las administraciones públicas y los particulares, ante posibles acusaciones de incumplimientos de la 
normativa de accesibilidad, podrán acogerse al citado concepto de ajustes razonables, generando en la práctica 
una excusa ante tales incumplimientos frente a las reclamaciones que se presenten.

Añadían que esta preocupación la expusieron en la mesa de accesibilidad con motivo de la propuesta de redacción 
de la nueva ley sin que se aportaran soluciones para la cuestión. Se planteaba que la LDAPDA contempla una serie 
de supuestos, que en ningún caso hay que contemplar como «numerus clausus», en los que si, para garantizar la 
accesibilidad en estos ámbitos, es preciso realizar una intervención singular, esta se lleve a cabo siempre que no 
sea desproporcionada para el fin a alcanzar. A sensu contrario, siempre que se puedan realizar ajustes razonables, la 
intervención se deberá llevar a cabo, de lo contrario se incurriría en una infracción por discriminación.

Se trata, sin realizar una actuación desproporcionada o indebida, de facilitar la accesibilidad, en condiciones 
de igualdad, a todos los derechos para toda la ciudadanía. Si al adaptar la realidad heredada surge un 
obstáculo, la opción no es no ejecutar la obra, o no ofertar el bien o servicio, sino estudiar la situación y 
si se resuelve con un ajuste razonable, actuar de acuerdo con el principio de accesibilidad.

Conforme a la técnica de los conceptos jurídicos indeterminados, no cabe una elección libre, sino que si el ajuste 
razonable es posible y útil para el fin que se pretende, debe ejecutarse.

Sin embargo, en la práctica identificar cuándo un problema de accesibilidad se puede afrontar, o no, con un ajuste 
razonable originará no pocas dudas de interpretación. La diversidad de administraciones que, con su personal 
técnico, tienen que evaluar la procedencia de estos ajustes, es enorme y se pueden dar infinidad de situaciones muy 
complicadas, difíciles de resolver o con soluciones contradictorias según la administración o el técnico que la integra.

A la vista de tales hechos, incoamos esta queja de oficio en la que nos dirigimos a la Consejería de Igualdad y 
Políticas Sociales a la que le formulamos Sugerencia para que se valore, con el rango que se estime procedente, 
la oportunidad de aprobar una norma, o una instrucción técnica, que facilite que los operadores jurídicos y técnicos 
puedan identificar con facilidad cuando nos encontramos ante un supuesto susceptible de ser abordado con “ajuste 
razonable” y cuando no. A estos efectos, tales actuaciones deberán fijarse por los distintos ámbitos sectoriales en 
los que el concepto jurídico indeterminado de “ajuste razonable” pueda ser aplicado.

Recibimos respuesta de la Dirección General de Personas con Discapacidad de la que, tras dar traslado a la 
asociación, se nos formularon alegaciones acerca de su contenido, que a su vez pusimos en conocimiento de la 
mencionada dirección general concretando y reiterando de alguna manera la Sugerencia que le formulamos en el 
curso de la tramitación de este expediente.

La Dirección General de Personas con Discapacidad se reiteró en que no ve acertada la pretensión que contiene 
nuestra Sugerencia por estimar que cada situación de hecho requiere una valoración específica de acuerdo con 
los condicionamientos que establece la normativa tales como los costes de la medida, los posibles efectos 
discriminatorios ante su no adopción, posibilidad de obtener financiación oficial u otro tipo de ayuda, etcétera.

A su juicio, ello no obstaría a que determinados ajustes razonables puedan concretarse en una norma o instrucción 
por afectar a una pluralidad de personas y supuestos, pero no a través de un estudio apriorístico de ajustes tal y 
como se propone. Se estimaba que serán las demandas y casos concretos que se evidencien en la práctica los que 
pongan de manifiesto la necesidad o no de la concreción.

Del contenido de la respuesta, podemos concluir que, de forma razonada se discrepa, siquiera sea parcialmente, 
con el contenido de la Sugerencia que le fue formulada por lo que, dejando constancia de esta discrepancia técnico-
jurídica, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-los-problemas-de-interpretacion-de-la-ley-de-discapacidad
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Continuando con este apartado relativo a las barreras arquitectónicas, citamos la queja 16/6035, en la que una 
asociación de personas con discapacidades físicas, psíquicas y sensoriales de Puerto Real, nos refiere que se personó 
en un expediente de licencia de apertura, a consecuencia de haber detectado la existencia del incumplimiento de 
la actual normativa reguladora de accesibilidad en los edificios, contenida en el Decreto 239/2009, de 7 de julio.

Una vez que se comprueba la falta de accesibilidad al local, la asociación interpuso denuncia ante el ayuntamiento 
poniendo de manifiesto esta circunstancia y tras varias reuniones con el concejal de urbanismo y técnicos se 
consiguió, siempre según el reclamante que el ayuntamiento requiriera a la propietaria para que adecuara el acceso 
al local a las normas de accesibilidad, a la cual se opuso alegando que procedió a colocar el escalón atendiendo al 
requerimiento del propio servicio de licencias del ayuntamiento.

Finalmente se notifica a la asociación Decreto en el que se indicaba que no procedía la adaptación del acceso al 
local por entender el técnico que informaba que “queda justificada la instalación de dicho escalón por reducción de 
trabas administrativa y por imposibilidad manifiesta de la adecuación del local por la complejidad anteriormente 
comentada”.

Ante este desacuerdo por parte de la entidad se procedió a realizar petición de informe jurídico y técnico en los 
que se constata, tanto en uno como en otro, que es perfectamente viable la realización del acceso cumpliendo con 
la normativa vigente sin que se pueda acoger a ninguna de las excepciones contempladas en la norma para la falta 
de cumplimiento estricto de esta.

Al poder constatar la existencia de una autorización concedida para la apertura de una actividad sin pleno 
cumplimiento de la normativa de accesibilidad, formulamos al Ayuntamiento de Puerto Real Recomendación 
de que se requiera al titular de la actividad de autoescuela la implantación de aquellas ayudas técnicas 
que sean adecuadas para mejorar las condiciones de accesibilidad preexistentes, siempre y cuando quede 
suficientemente justificado que la observancia estricta de la normativa de accesibilidad resulta inviable en el 
inmueble en cuestión.

El Ayuntamiento de Puerto Real nos indicó que se iniciarán los trámites oportunos para cumplir la Disposición 
adicional primera del Decreto 293/209, de 7 de julio, o en su caso la implantación de ayudas técnicas recogidas 
en el artículo 75 del citado reglamento. Aunque se trataba de una respuesta muy escueta, cabía entender que, en 
el sentido expuesto en nuestra Recomendación, se tenía previsto requerir al titular de la actividad en el sentido 
recomendado.

En esta ocasión, la persona reclamante, actuando en su condición de portavoz de un grupo municipal del 
Ayuntamiento de Cortegana, nos exponía en la queja 17/0637 que presentaron en un pleno ordinario una 
moción sobre el diseño e implementación de un plan municipal de accesibilidad universal. Esta moción 
venía motivada por las numerosas quejas que el colectivo de personas con discapacidad del municipio les había 
trasladado tales como presencia de barreras arquitectónicas en calles, espacios públicos y edificios municipales, 
programación de actividades culturales en espacios inaccesibles,...

El equipo de gobierno rechazó la moción por considerarla innecesaria. Una vez recibimos informe municipal, 
formulamos a la alcaldía de Cortegana Recomendación de que, en cumplimiento de la Disposición adicional 
tercera del Decreto 293/2009, de 7 de julio, por parte de la corporación municipal se elaborara un plan debidamente 
calendarizado y dotado presupuestariamente en el que, tras identificar y cuantificar las barreras existentes en los 
edificios municipales y en el viario público, se planificaran las actuaciones e iniciativas encaminadas a su eliminación.

También recomendamos que, a fin de que, de manera real y efectiva, se garantice el derecho de las personas con 
discapacidad a participar en la actividades de las escuelas municipales de música y teatro, dadas las barreras que 
presenta la Casa Coral, en observancia de la Disposición adicional primera del Decreto 293/2009 antes citado, 
apartado 3, se estudien cuantas mejoras técnicas se puedan implantar con objeto de mejorar las condiciones de 
accesibilidad preexistentes en dicho inmueble.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/deben-requerir-a-una-autoescuela-mejoras-en-las-condiciones-de-accesibilidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-de-cortegana-que-elimine-las-barreras-arquitectonicas-para-el-acceso-a-casa
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Recibidas alegaciones de la reclamante respecto a la respuesta municipal, cabía concluir que, argumentando que 
el planeamiento urbanístico vigente no recoge las actuaciones en edificios y espacios públicos municipales, no 
existía en definitiva un plan debidamente calendarizado y dotado presupuestariamente para la eliminación de las 
barreras que existen en diversos lugares del municipio. Tampoco se nos anunciaba que se tuviera previsto llevar a 
cabo un estudio de las mejoras técnicas que se puedan implantar en la Casa Coral.

En definitiva, no estimamos que, a pesar de su respuesta, el Ayuntamiento de Cortegana hubiera aceptado la 
Resolución formulada, ni actuado en el sentido requerido en la misma, lo que determinó que demos cuenta de ello 
en este Informe Anual.

Para finalizar, reseñamos la queja 16/4132, en la que la presidencia de una asociación, nos exponía que habían 
detectado problemas de accesibilidad por no ajustarse a la normativa en vigor en un comercio de reciente 
instalación o reforma inaugurado en Sevilla. Nos manifestaba que habían enviado multitud de escritos dirigidos al 
Ayuntamiento de Sevilla, sin recibir respuesta que les permitiera esperar una pronta solución de esta deficiencia 
de accesibilidad.

Se nos remitió respuesta de la oficina de accesibilidad municipal dando cuenta de las actuaciones llevadas a 
cabo tras denuncia de la existencia de barreras en el establecimiento comercial denunciado. En tal sentido, se 
señalaba que se habían elevado a la comisión ejecutiva medidas disciplinarias.

A tenor de ello, interesamos que se nos indicara si, tras las citadas medidas disciplinarias, se habían eliminado los 
problemas de accesibilidad que afectaban al establecimiento comercial y, de no ser así, que se nos informara de las 
posteriores medidas adoptadas con la finalidad de subsanar dicha irregularidad.

Al no recibir nueva comunicación municipal, formulamos Recomendación al Ayuntamiento de Sevilla para 
que, sin nuevas demoras y si ello no se hubiera producido aún, se requiriera al propietario del local comercial la 
ejecución de las obras de adaptación que resulten precisas para dar cumplimiento al principio de accesibilidad 
universal, de manera que las personas con discapacidad puedan acceder al local comercial sin las barreras a las que 
alude la asociación reclamante y en condiciones de igualdad con el resto de la ciudadanía.

No recibimos respuesta a nuestra Resolución, por lo que nos vemos obligados a dar cuenta de esta ausencia 
de colaboración del Ayuntamiento de Sevilla en el presente caso, dejando constancia en el presente Informe 
Anual.

1.9.3 Quejas de oficio, colaboración de las administraciones y Resoluciones no 
aceptadas

1.9.3.1 Quejas de oficio

 Queja 18/7272, dirigida a la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP) y a la Dirección 
General de Personas con Discapacidad, relativa a la falta de ejecución de ajustes razonables previstos por la 
normativa de accesibilidad en edificios de viviendas existentes a 4 de diciembre de 2010.

1.13. Sostenibilidad, Medio Ambiente y Obras Públicas

1.13.1 Introducción

...

Por lo que se refiere a la materia de Obras Públicas hemos centrado nuestro interés este año en resaltar la necesidad 
de adoptar medidas para evitar, o cuando menos minimizar, los riesgos para personas o bienes derivados de los 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-de-sevilla-que-actue-para-que-un-comercio-cumpla-con-los-requisitos-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-eliminacion-de-barreras-arquitectonicas-en-los-edificios-andaluces
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